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EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EN EL ÁMBITO DE LAS ENTIDADES 



Los sistemas constitucionales normativos, como el nuestro, implican que 

hay una norma suprema de la cual surge todo el sistema jurídico, es decir, la 

Constitución es una norma vinculante, pero también es una fuente de las demás 

normas del sistema, por lo que podemos mencionar la Constitución que determina 

qué contenidos pueden tener las normas inferiores, o qué contenidos no pueden 

contradecir, es decir, los sistemas constitucionales normativos, como el nuestro, 

implican que hay una norma suprema de la cual surge todo el sistema jurídico. 

La Constitución es una norma vinculante, pero también es una fuente de las 

demás normas del sistema, como Norma fuente la Constitución determina qué 

contenidos pueden tener las normas inferiores, o qué contenidos no pueden 

contradecir, es decir, establece los parámetros materiales para la formación de las 

nuevas normas, asi como también, la Constitución establece las reglas formales 

para la creación de las normas inferiores, esto es, la Constitución determina quién 

puede crear normas, bajo qué supuestos y mediante que forma, dicen los juristas, 

se crea una pirámide normativa, de donde se desprenden normas desde la base 

(lo más general), siendo la Constitución la norma suprema de todo el 

ordenamiento.  

Cada norma superior dicta las reglas materiales y formales para la validez 

de la norma inferior y de esta forma se crea la pirámide normativa y una cadena 

de validez de norma a norma, conocido como principios de Supremacía 

Constitucional y de jerarquía normativa, mismos que se encuentran contenidos en 

el artículo 133 de la Constitución y en el artículo 1°, dando la  validez, es decir 

para que adquiera membresía en el sistema jurídico, deberá ser material y 

formalmente compatible con la Constitucion. 

Una norma que, por ejemplo, contraria a derecho reconocido en la 

Constitución, sería inválida o una norma creada por una autoridad que no tiene la 

competencia para hacerlo, sería también inválida. De acuerdo con el principio de 

Supremacía Constitucional, se crea la revisión judicial de las normas, esto es 

conocido como jurisdicción constitucional.  



a) La Jurisdicción Constitucional: Es la potestad de un Tribunal 

como autoridad para interpretar y revisar la compatibilidad de 

otras normas con las normas de la Constitución y resolver las 

controversias de manera definitiva.  

La invalidez de una norma debe ser declarada por esta autoridad, pues aunque 

sea “evidente” la inconstitucionalidad de una norma, ésta incompatibilidad debe 

ser declarada por “alguien” competente, siendo asi que  la jurisdicción 

constitucional lleva a cabo el control de constitucionalidad, es decir, controla que 

las normas inferiores sean material y formalmente compatibles con la Constitución 

y en caso de no serlo, puede expulsarlas del sistema, esto es declararlas inválidas 

por inconstitucionalidad. 

Existen dos modelos de control de constitucionalidad: 

1.- El control concentrado: Surgió después de la Segunda Guerra 

Mundial y es aquél que concentra toda la revisión de la validez normativa en 

un sólo Tribunal, cuya facultad es propiamente de este  tribunal instituido 

para ello. 

2.- El control difuso: Tiene su origen en los Estados Unidos, siendo 

mas antiguo que el Control Concentrado, y que tiene como fin que  dentro 

del control difuso cualquier juez puede revisar la constitucionalidad de las 

normas, México tiene un sistema mixto, pero la única instancia competente 

para declarar la invalidez de las normas es la Suprema Corte a través de 

procedimientos especializados como: 

• Acción de Inconstitucionalidad:  

El concepto de Control de Convencionalidad es un concepto de creación judicial 

bastante reciente. La Corte Interamericana lo ha recogido a partir del 

caso Almonacid Arellano vs. Chile de 2006 y a partir de entonces lo ha venido 

desarrollando, refieriendo a la revisión de congruencia entre las normas 



nacionales y la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) que 

deberán realizar tanto los jueces, como las autoridades de los Estados parte de la 

Convención.                     

El control de convencionalidad (concentrado) es competencia de la Corte 

Interamericana, es decir, la CIDH únicamente puede conocer de violaciones a la 

Convención y no puede resolver sobre el fondo de los asuntos presentados a su 

consideración. Sin embargo, la tendencia hacia la creación de un derecho común 

de los Derechos Humanos en la región ha evolucionado de tal forma que hoy la 

Corte Interamericana reconoce el control difuso de la convencionalidad. Ello 

implica pues que, si la Convención es derecho nacional de los Estados Parte, 

entonces todos los jueces deberán vigilar que este sea cumplido en términos de la 

propia Convención (artículos 1 y 2 de la CADH). 

En palabras de Ferrer Mac-Gregor:  

“los jueces nacionales se convierten en jueces interamericanos: en un primer y 

auténtico guardián de la Convención Americana, de sus Protocolos adicionales 

eventualmente de otros instrumentos internacionales) y de la jurisprudencia de la 

Corte IDH que interpreta dicha normatividad.”  

Siguiendo esta idea y la relacionamos con el control de constitucionalidad, los 

jueces mexicanos serán al mismo tiempo guardianes de la Constitución y 

guardianes de la Convención lo que implica una mejor protección y garantía de los 

derechos humanos. 

También, la Constitución establece las reglas formales para la creación de las 

normas inferiores, esto es, la Constitución determina quién puede crear normas, 

bajo qué supuestos y cómo. De esta forma, dicen los juristas, se crea una 

pirámide normativa, de donde se desprenden normas desde la base (lo más 

general), siendo la Constitución la norma suprema de todo el ordenamiento. Cada 

norma superior dicta las reglas materiales y formales para la validez de la norma 

inferior y de esta forma se crea la pirámide normativa y una cadena de validez de 



norma a norma. Esto se conoce como principios de supremacía constitucional y de 

jerarquía normativa, mismos que se encuentran contenidos en el artículo 133 de la 

Constitución y en el artículo 1°. Para que una norma sea válida, es decir para que 

adquiera membresía en el sistema jurídico, deberá ser material y formalmente 

compatible con la Constitución. 

 Una norma que, por ejemplo, contradice algún derecho reconocido en la 

Constitución, sería inválida o una norma creada por una autoridad que no tiene la 

competencia para hacerlo, sería también inválida. De acuerdo con el principio de 

supremacía constitucional, se crea la revisión judicial de las normas, esto es 

conocido como jurisdicción constitucional. La jurisdicción constitucional es la 

potestad de un Tribunal como autoridad para interpretar y  revisar la 

compatibilidad de otras normas con las normas de la Constitución y resolver las 

controversias de manera definitiva.  

Es de establecerse que los tribunales locales y federales del Estado Mexicano no 

deben limitarse a aplicar sólo las leyes locales o federales, sino que quedan 

también obligados a aplicar la Constitución, los tratados o convenciones 

internacionales y la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, entre otros organismos, lo cual los obliga a ejercer un control 

de convencionalidad entre las normas jurídicas internas y las supranacionales, 

como lo consideró la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

al resolver el amparo directo en revisión 908/2006.  

Luego, al haber considerado la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, que dado que México aceptó la Convención Americana de Derechos 

Humanos, también reconoció la interpretación que de dicha convención realiza la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos; entonces, ello conduce al suscrito 

juzgador a considerar que todos los tribunales del Estado están obligados a 

ejercer el control de convencionalidad al resolver cualquier asunto sometido a su 

jurisdicción, como lo estableció la citada Corte Interamericana al decidir el caso 



ALMONACID ARELLANO Y OTROS VS. CHILE, en la sentencia emitida el 

veintiséis de septiembre de dos mil seis.  

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Almonacid Arellano, 

sustento lo siguiente  

'128. Cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la 

Convención Americana, sus jueces también están sometidos a ella, lo que les 

obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no se vea mermado o anulado 

por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, objeto y fin. En otras 

palabras, los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de 

constitucionalidad, sino también 'de convencionalidad' ex oficio entre las normas 

internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 

respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta 

función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos 

de los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que ese 

control deba ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y 

materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones.  

'124. La Corte es consciente que los jueces y tribunales internos están sujetos al 

imperio de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en 

el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado 

internacional como la Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato 

del Estado, también serán sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los 

efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la 

aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de 

efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de 

“control de convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en 

los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En 

esta tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino 

también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 

intérprete última de la Convención Americana.  



De ahí que los órganos de justicia nacional quedan obligados a ejercer “el control 

de convencionalidad”, respecto a actos de autoridad –entre ellos, normas de 

alcance general– conforme a las atribuciones que les confieren los ordenamientos 

a los que se hallan sujetos y las disposiciones del Derecho Internacional de los 

derechos humanos, a las que se encuentran vinculados por la concertación, 

ratificación o adhesión de los tratados o convenciones del Presidente de la 

República, que tiene como propósito que haya conformidad entre los actos 

internos y los compromisos internacionales contraídos por el Estado, que generan 

para éste determinados deberes y reconocen a los individuos ciertos derechos.  

Ese control queda depositado tanto en tribunales internacionales –o 

supranacionales– como en los nacionales, a quienes mediante el mismo se les 

encomiendan la nueva justicia regional de los derechos humanos y adquieren, 

además, la obligación de adoptar en su aparato jurídico tanto las normas como la 

interpretación de éstas, a través de políticas y leyes, que garanticen el respeto a 

los derechos humanos y sus garantías, explícitas en sus constituciones nacionales 

y, desde luego, en sus compromisos convencionales internacionales.  

Como consecuencia de lo cual, se impone establecer que las autoridades del 

Estado Mexicano, tienen la ineludible obligación de observar y aplicar en su 

ámbito competencial interno –además de las legislativas– medidas de cualquier 

otro orden para asegurar el respeto de los derechos y garantías, no sólo de la 

Constitución y de sus normas internas, sino también de las Convenciones 

Internacionales de las que México es parte y de las interpretaciones que de sus 

cláusulas llevaron a cabo los organismos internacionales; lo que conlleva a 

sustentar que todos los tribunales deben realizar un control difuso de 

convencionalidad, al resolver los asuntos sometidos a su competencia.  

Sólo en vía de orientación, se reitera la cita de la tesis aislada 

CLXII/2008 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, registro número 168,177, publicada en el Semanario Judicial de la 



Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Enero de 2009, Novena Época, 

Materia Constitucional, página 781, que textualmente es como sigue:  

"CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SU 

APLICACIÓN DIRECTA CORRESPONDE INDISTINTAMENTE A TODAS LAS 

AUTORIDADES ORDINARIAS O DE CONTROL CONSTITUCIONAL, SIEMPRE Y 

CUANDO NO DESAPLIQUEN, PARA ESE EFECTO, UNA LEY SECUNDARIA. 

Los artículos 40 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos consagran el Principio  de Supremacía Constitucional, en tanto 

disponen que la Constitución es la ley fundamental o suprema, naturaleza que 

niega la posibilidad de que esté sometida a otro cuerpo normativo superior y, en 

cambio, requiere que todo le sea inferior y que cada acto de autoridad esté de 

acuerdo con ella. Por tanto, en términos generales, todas las autoridades 

ordinarias o de control constitucional, están obligadas a aplicarla directamente, 

particularmente cuando se está en presencia de derechos fundamentales, 

aplicación que ya ha reconocido la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 

diversos precedentes. No obstante, las autoridades distintas a los Jueces 

Constitucionales del Poder Judicial de la Federación deben aplicar directamente la 

Constitución hasta el límite de lo dispuesto en una ley formal y material; es decir, 

sólo deben aplicar e interpretar los contenidos constitucionales.".  

Lo anterior significa que si bien los jueces y tribunales mexicanos –en principio– 

quedan sujetos a la observancia y aplicación del imperio de las disposiciones 

nacionales; empero, cuando el Estado Mexicano ha ratificado un tratado 

internacional –como la Convención Americana– como parte del aparato del Estado 

que son, también quedan sometidos a ésta; por tanto, están obligadas a velar 

porque los efectos de las disposiciones que la integran no se vean mermadas por 

la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin; mediante el ejercicio del control 

de convencionalidad entre las normas jurídicas internas y la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; más aún la interpretación que de esa 

convención hubiese realizado la Corte Interamericana, como su último intérprete.  



Cabe establecer que en la doctrina se ha sustentado que existen dos tipos de 

control de convencionalidad: en sede internacional y en sede interna.  

I.- En sede internacional se actualiza cuando, en ejercicio del 

control de convencionalidad, que es un mecanismo de protección 

procesal que ejerce la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 

cuando el derecho interno (Constitución, ley, actos administrativos, 

jurisprudencia, prácticas administrativas o judiciales, etc.), es 

incompatible con la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos u otros tratados –aplicables– con el objeto de aplicar la 

Convención u otro tratado, mediante un examen de confrontación 

normativo (derecho interno con el tratado), en un caso concreto; la 

Corte Interamericana dicta una sentencia  

Ordenando  la modificación, derogación, anulación o reforma de las normas o 

prácticas internas, según corresponda, protegiendo los derechos de la persona 

humana, con el objeto de garantizar la supremacía de la Convención Americana.  

También se actualiza cuando el Estado no ha cumplido con el deber de adoptar 

disposiciones de derecho interno (artículo 2 de la Convención) para garantizar con 

efectividad el ejercicio de los derechos humanos reconocidos en la Convención, la 

Corte Interamericana en sentencia le ordena al Estado adoptar medidas 

legislativas (leyes internas) o de otro carácter que fueren necesarias para obtener 

dicha efectividad.  

Ejemplo de las hipótesis precedentes, se presentan dos modalidades o formas:  

a) Una, cuando los constituyentes expiden una nueva Constitución o 

reforma constitucional, o los legisladores expiden una ley, o la administración dicta 

un acto administrativo, en incompatibilidad con el artículo 2 de la Convención 

('Deber de adoptar Disposiciones de Derecho Interno') violando los derechos 

humanos reconocidos en la Convención, según el caso; también ocurre la 



incompatibilidad de la jurisprudencia, prácticas administrativas o judiciales con el 

tratado.  

b) Otra, cuando los legisladores omiten expedir una ley a que está obligado 

internacionalmente el Estado por el artículo 2, para garantizar el ejercicio de los 

derechos reconocidos en la Convención.  

En la primera modalidad, se trata de una violación por acción y en la segunda, una 

violación por omisión. Estas en el derecho constitucional se denominan omisiones 

legislativas absolutas.  

En la segunda modalidad “casos de control de las omisiones legislativas 

absolutas”,  propiamente control normativo de ningún tipo, ni concreto, ni 

abstracto: la cuestión es, precisamente, que no hay norma que controlar.  

La incompatibilidad normativa genera un conflicto que la Corte Interamericana 

resuelve, según su construcción jurisprudencial, declarando inconvencional la 

norma nacional. Entonces, podría afirmarse que es una especie de Control de 

Convecionalidad concentrado, por ser la Corte Interamericana su juez natural.  

I. El tipo de control de convencionalidad en sede interna se actualiza 

cuando el juez interno tiene competencia para inaplicar el derecho 

interno y aplicar la Convención u otro tratado mediante un examen de 

confrontación normativo (derecho interno con el tratado), en un caso 

concreto y adoptar una decisión judicial protegiendo los derechos de la 

persona humana.  

Consecuente con lo considerado, es válido sustentar que el control de 

convencionalidad tanto en sede internacional como nacional lo representa el 

examen de confrontación normativo (material) del derecho interno con la norma 

internacional, alrededor de unos hechos acción u omisión internacionalmente 

ilícitos; que como técnica jurídica de control tiene por objeto preservar y garantizar 



el ejercicio de los derechos establecidos a favor de los gobernados tanto en el 

derecho nacional como en el internacional.  

 

De ello se deriva la consideración de que en el juicio de convencionalidad:  

1. Por 'acción' del legislador: es posible declarar que la existencia de 

una determinada legislación pueda generar la violación de alguno de los 

derechos reconocidos en la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos Convenio.  

2. Por la 'omisión' del legislador: en cuyo caso lo que viola un 

derecho reconocido en la Convención no es tanto la existencia de una 

legislación como su inexistencia.  

Por lo que los jueces estan legalmente vinculado a observar el control de 

convencionalidad en sede interna, que implica acatar y aplicar en su ámbito 

competencial, además de las legislativas, medidas de cualquier otro orden para 

asegurar el respeto de los derechos y garantías, no sólo de la Constitución y de 

sus normas internas sino también de las Convenciones Internacionales de las que 

México es parte y de las interpretaciones que de sus cláusulas llevan a cabo los 

organismos internacionales.  

Sin que sea jurídico sustentar que para la aplicación de la pena más benéfica que 

le resulte al inculpado, sólo pueda hacerse a través del juicio de control 

constitucional (amparo), previsto en los artículos 103 y 107 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; por cuanto que el juicio de garantías no 

es un medio de defensa ordinario, sino un medio de control constitucional que 

conforme a su naturaleza, tiene el carácter de extraordinario; por lo que procede 

únicamente respecto de aquellos actos contra los cuales la ley secundaria no 

concede recurso alguno, por virtud del cual puedan repararse los perjuicios que 

dichos actos ocasionan al gobernado.  



Menos cuando el amparo no constituye un mecanismo para determinar condenas, 

como la que le corresponde en exclusiva imponer al suscrito juez en su función de 

órgano jurisdiccional de primera instancia, acorde a las razones que sustentan la 

tesis aislada II.2o.P.74 P emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Penal del Segundo Circuito, que a continuación se transcribe:  

"AMPARO MEXICANO. NO ES UN MECANISMO DE IMPUGNACIÓN DIRECTA 

RESPECTO DE POSIBLE OMISIÓN O INACTIVIDAD LEGISLATIVA EN EL 

DESARROLLO DE TRATADOS INTERNACIONALES. La posible ausencia de esa 

labor legislativa implicaría, en todo caso, precisamente una omisión del órgano 

legislador al no establecer medidas adecuadas para el debido cumplimiento de los 

compromisos de creación legislativa implícitamente asumidas en algunos tratados, 

pero es obvio que tal cuestión, aun en el supuesto de constituir alguna clase de 

incumplimiento (lo que aquí no se prejuzga, por cierto), resulta totalmente ajena a 

la materia aquí planteada, pues hoy por hoy, el amparo en México no constituye 

un mecanismo para impugnar directamente las posibles omisiones o inactividad 

legislativa por sí misma." (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta XVIII, 

Julio de 2003, Novena Época, Materia Penal, Común, página 1024, registro 

183,935).  

 


